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¿POR QUÉ PONDERAR? *

Rafael Hernández Marín
Universidad de Murcia 
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Resumen. En mi libro Las obligaciones básicas de los jueces (2005), sostuve que no es necesario 
que los jueces ponderen para cumplir las obligaciones que el Derecho les impone. En este ar­
tículo sostendré que es necesario que los jueces no ponderen para cumplir dichas obligaciones.

Para justificar esta tesis, es preciso exponer cuáles son las obligaciones que el Derecho 
impone a los jueces y en qué consiste cada una de ellas.

Palabras clave: ponderación, aplicación del Derecho, obligaciones de los jueces.

Why Balancing?

Abstract. In my book Las obligaciones básicas de los jueces (2005), I argued that it is not neces­
sary for judges to balance to fulfill the obligations imposed upon them by the law. In this article I will 
argue that it is necessary for judges not to balance to fulfill these obligations.

In order to justify this thesis, it is necessary to explain what the obligations that law imposes 
on the judges are and what each one consists of.

Keywords: weighting and balancing, application of the law, obligations of judges.
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1.  La actividad procesal del juez

C
uando tiene lugar una disputa entre dos partes, es posible que una de ellas 
presente en un juzgado un documento exponiendo el motivo de la disputa 
y una petición para que el juzgado intervenga en el conflicto y dicte una 
decisión que resuelva la disputa de una determinada manera.

Ese documento o escrito, que solicita la intervención del juzgado en 
una disputa, constituye el inicio de un procedimiento judicial (contencioso). Puede 
ocurrir que el juzgado rechace la petición de mediar en el conflicto, bien de oficio, bien 
a instancia del otro contendiente, por la concurrencia de alguna excepción procesal. 
Pero, cuando no se da esta circunstancia, el juzgado debe, según el Derecho, aceptar 
la petición de intervenir en el conflicto y continuar con el procedimiento iniciado, para 
entrar a conocer, como se suele decir, «el fondo del asunto». No obstante, es posible 
que las partes decidan interrumpir el procedimiento judicial de alguna manera: desis-
timiento o incomparecencia del actor, transacción, solicitud de arbitraje, etc. Mas, si 
tampoco concurre ninguna de estas circunstancias, el procedimiento judicial prosigue 
con una serie de actos procesales encadenados hasta que el juzgado decide sobre el 
fondo del litigio.

Muchos de esos actos procesales anteriores a la decisión sobre el fondo del litigio 
corresponden al secretario judicial. Pero otros muchos corresponden al juez, forman 
parte de la actividad procesal del juez. El Derecho exige que el juez intervenga, antes 
incluso de que se inicie el litigio judicial, en la aprobación o no de diligencias prelimi-
nares y medidas cautelares; también eventualmente en la admisión o no de la demanda 
y en la resolución de las diversas cuestiones incidentales que pueden suscitarse en el 
transcurso del litigio y antes de que llegue el momento de la decisión sobre el fondo del 
asunto. De especial importancia es también la intervención del juez en la admisión y 
práctica de las pruebas. El que la intervención del juez en la tramitación procesal de un 
litigio sea mayor o menor puede depender del tipo de litigio de que se trate (y también, 
cabría añadir, del ordenamiento jurídico de referencia).

2.  Las obligaciones básicas de los jueces: enumeración

La serie de actos procesales encadenados que comienza cuando el juzgado decide 
mediar en un conflicto culmina con la respuesta del juzgado a la petición (contenida 
en el escrito que dio inicio al procedimiento) de que el conflicto sea resuelto de una 
determinada manera. Esa respuesta del juzgado se plasma o materializa en una deci-
sión, con la que el juzgado, pronunciándose sobre el fondo de la disputa, resuelve o 
pone fin al litigio.

Cada uno de los actos procesales que el juez realiza durante la tramitación de un 
litigio, y que son previos a la formulación de esa decisión que pone fin al litigio, es un 
acto exigido por el Derecho y, en este sentido, es una obligación jurídica, una obliga-
ción que el Derecho impone a los jueces. Sin embargo, ninguno de esos actos es, en mi 
opinión, una obligación básica, fundamental, de los jueces, dado que todos o casi todos 
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ellos podrían ser atribuidos a otros miembros del juzgado, sin que la figura del juez en 
el procedimiento judicial quedara por ello desnaturalizada, por así decirlo.

Sí son, en cambio, obligaciones fundamentales de un juez todos los actos relacio-
nados con la decisión del juzgado que resuelve o pone fin al litigio. Es a esta decisión, 
que se pronuncia sobre el fondo del litigio, a la que aquí me referiré con los términos 
«decisión judicial» o simplemente «decisión». Determinar cuáles son esos actos u obli-
gaciones de los jueces, relacionados con la decisión que pone fin al litigio, es impres-
cindible para abordar el tema que da título a este trabajo.

En mi opinión, esos actos u obligaciones de los jueces, relacionados con la decisión 
que pone fin al litigio, y que constituyen sus obligaciones básicas, son los siguientes:

En primer lugar, dictar esa decisión. El juez es la persona, dentro del juzgado, 
que según el Derecho está obligado a dictar la decisión que pone fin al litigio. En esto 
consiste precisamente la actividad de juzgar. El juez o Tribunal es quien está obligado 
a juzgar. El Derecho, el Derecho español actual, impone a los jueces la obligación de 
juzgar en diversos preceptos, aunque ninguno de ellos usa el término «juzgar», ni 
«dirimir litigios», sino «resolver asuntos» o «resolver pretensiones». Los más claros 
de esos preceptos son quizá el art. 1.7 del Código Civil («Los Jueces y Tribunales 
tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan, 
ateniéndose al sistema de fuentes establecido») y el art. 11.3 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial («Los Juzgados y Tribunales, de conformidad con el principio de tu-
tela efectiva consagrado en el art. 24 de la Constitución, deberán resolver siempre 
sobre las pretensiones que se les formulen, y solo podrán desestimarlas por motivos 
formales cuando el defecto fuese insubsanable o no se subsanare por el procedimiento 
establecido en las leyes»)  1.

Por otro lado, el Derecho también contiene preceptos, de los que se hablará más 
adelante, que establecen cómo han de ser las decisiones que los jueces dicten para 
«resolver asuntos» o «resolver pretensiones», o sea, para juzgar. De ahí que la segunda 
obligación de los jueces, después de la de juzgar o decidir litigios, sea que esas de-
cisiones que los jueces dicten para dirimir los litigios sean como según el Derecho 
deben ser.

Finalmente, y como tercera y última obligación básica, los jueces tienen también 
la obligación de motivar las decisiones que dicten. Esta obligación está establecida 
en el art. 120.3 de la Constitución Española y en otros preceptos contenidos en leyes 
procesales.

1  La redacción original del Código Civil sí contenía un enunciado que claramente exigía a los jueces 
juzgar, decidir los litigios o, como decía dicho enunciado, «fallar». Es el viejo art. 6.1 de ese cuerpo jurídico, 
que fue sustituido por el citado art. 1.7, y que decía lo siguiente: «El Tribunal que rehúse fallar a pretexto de 
silencio, oscuridad o insuficiencia de las Leyes, incurrirá en responsabilidad». Aunque más explícito aún es el 
art. 4 del Código Civil francés, del que procede dicho art. 6.1: «Le juge qui refusera de juger, sous prétexte du 
silence, de l’obscurité ou de l’insuffisance de la loi, pourra être poursuivi comme coupable de déni de justice». En 
cambio, el art. 117.3 de la Constitución («El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, 
juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y tribunales determinados 
por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan») lo que atribuye 
a los jueces es el ejercicio de la potestad jurisdiccional al juzgar, dando así por supuesto que los jueces juzgan, 
pero sin imponerles de modo directo la obligación de juzgar, como hacen el Código Civil y la Ley Orgánica 
del Poder Judicial.




